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Marcelo rivelli 

Magallanes:   

¡Magallanes, Maga- 
es!” fueron las 

últimas palabras de 
Bernardo O'Higgins: 
una escena destina- 

da a transmitir un mandato 
geopolítico inequívoco que ha 
sido sistemáticamente igno- 
rado por el Estado de Chile. 
Con el paso del tiempo —y 
de manera particularmente 
aguda desde el retorno a la 
democracia—, Magallanes 
dejó de ser una prioridad es- 
tratégica para transformarse 
en una incomodidad para las 
élites centralistas, incapaces 
de comprender la magnitud 
del desafío austral. 

El resultado fue previsible: 
una región sumida en una des- 
orientación estratégica, con 
graves consecuencias territo- 
riales; un desorden persistente 
en la gestión pública; y un 
Estado incapaz de concebirse 
más allá del horizonte de cua- 
tro años. Todo ello se vuelve 
irrelevante cuando imperan el 
trueque y el cortoplacismo de 
la política chica. 

      

          

Opinión 

El Tratado de Campos de 
Hielo de 1998 marcó un punto 
de inflexión histórico, al ali 
near a la clase política tras 
un acuerdo que desconoció 
tanto el Tratado de 1881 como 
el Laudo Arbitral de 1902 
En los hechos, Chile quedó 
estrangulado entre el seno 
Andrews y Laguna Escondida: 
aunque Argentina no accede 
directamente al Pacífico, 
consolidó un “corte virtual 
que convierte a Magallanes 
en un cuasi enclave. Frente 
a ello, las élites centralistas 
guardaron silencio y, probi 
blemente, aún desconocen 
este acuerdo. 

Lo ocurrido después ha 
sido igualmente desastroso: 
desde la pasividad frente a 
la plataforma continental 
extendida (2009-2019) hasta 
la ratificación del Tratado de 
Alta Mar en el mar antártico 
chileno. Son numerosos los 
ejemplos que evidencian una 
doctrina más atenta a las pla- 
nillas de cálculo que al legado 
de O'Higgins. 

  

    

. por solo treinta monedas 

Este retroceso soberano se 
ve reforzado por el estanca 
miento poblacional de Ma; 
lanes, que ostenta la segunda 
peor tasa de natalidad del país; 
la escasez de plazas —como en 
medicina— en la Universidad 
de Magallanes, cuya crisis 
académica y financiera es una 
herida abierta para la región; 
y la ausencia de un plan serio 
de conectividad terrestre que 
impulse la inversión y la pre- 
sencia efectiva de Chile en los 
océanos del sur. Tan simple 
—y tan difícil— como est 

Estas razones me llevaron 
a apoyar con convicción a José 
Antonio Kast. En su momento, 
ofrecía consecuencia y una 
forma distinta de entender 
la política. Creí en una visión 
gcopolítica seria, donde Maga- 
lanes fuera concebida como 
eje antártico y bioccánico, y 
no como una zona de sacrificio 
funcional a intereses corpo- 
rati 

Sin embargo, lo que hoy 
asoma es el retorno de los peo- 
res vicios de la política chile- 

  

   

          

   

  

Minvu: poco de vivienda, casi nada de urbanismo 

hile enfrenta una 
crisis habitacional 
estructural que ya 
no admite cufe- 
mismos. El déficit 

supera hoy las 760.000 vivien- 
das, mientras la capacidad 
real del Estado —a través 
del Ministerio de Vivienda y 
Urbanismo— bordea apenas 
las 260.000 soluciones por 
período presidencial. Aun 
cumpliendo sus propias metas, 
el país seguiría acumulando 
familias sin casa. No se trata 
de una contingencia: es el re- 
sultado de una mala política, 
diseñada para administrar la 
escasez. 

La expresión más visible de 
este fracaso es el crecimiento 
sostenido de los campamentos. 
Según Techo-Chile, hoy exis- 
ten más de 1.200 campamen- 
tos, donde viven sobre 110.000 
familias, prácticamente el 
doble que hace una década. A 
esto se suman cientos de miles 
de familias que viven hacina- 
das como allegados. Detrás 
de estas cifras hay histori 
repetidas: familias que se 
organizan, postulan, cumplen 
requisitos y pueden pasar diez 
o más años esperando una so- 
lución que nunca llega. La fila 
existe, pero avanza a un ritmo 

   

  

   

    

    

    

incompatible con la necesidad 
y, sobre todo, con la dignidad. 

En este contexto emergen 
las tomas de terreno y las mo- 
vilizaciones sociales, que rápi- 
damente son condenadas des- 
dela frivolidad y la comodidad 
de políticos y empresarios. 
Pero la pregunta incómoda st 
gue sin respuesta: ¿es legítimo 
exigir esporas de una década 
para acceder a un derecho 
básico? Cuando el Estado no 
responde de manera oportuna 
y suficiento, el sistema empuje 
a algunos a “saltarse la fila”. 
No se trata de una defensa de 
la ilegalidad, sino del síntoma 
de una política pública que 
“mira hacia el lado” porque ha 
normalizado la demora. 

En Chile hablamos de la vi- 
vienda como un derecho, pero 
la Constitución la trata como 
un beneficio. La Constitución 
Política de la República no 
reconoce explícitamente el 
derecho a una vivienda 
ni establece obligaciones exi- 
gibles al Estado en plazos o 
estándares, Esto contrasta con 
los compromisos internacio- 
nales suscritos por Chile, en 
particular el Pacto Internacio- 
nal de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, que 
reconoce la vivienda adecuada 

            

como parte del derecho a un 
nivel de vida digno y obliga a 
los Estados a adoptar medidas 
progresivas y efectivas, Alno 
traducir estos compromisos en 
exigibilidad interna, la espera 
se normaliza, la brecha crece 
y la desigualdad se perpetúa. 

El Minvu suele explicar 
esta lentitud por el alto costo 
del suelo. Sin embargo, esa ex- 
plicación es incompleta. Chile 
carece de una política activa 
contra la especulación inmo- 
biliaria. Miles de hectáreas 
en el entorno de las ciudades 
permanecen “en engorda”, 
pagando contribuciones agrí- 
colas, mientras se valorizan 
gracias a la expansión de ser- 
vicios urbanos financiados por 
el propio Estado. Es inacepta- 
ble que el Estado tolere esta 
distorsión, subsidiando por 

¡ón al rentista del suelo, 
mientras miles de familias 
esperan una vivienda durante 
añ 

        

A esto se suma un urbanis- 
mo ausente. Seguimos hablan- 
do de “desastres naturales” 
cuando ocurren incendios, 
inundaciones, aluviones o te- 
rremotos. No lo son. Son fenó- 
menos naturales que sc trans- 
forman en desastre porque las 
viviendas se emplazaron mal, 

  

na. Mientras se declama sobre 
principios, desde Santiago se 
canjean votos por nombres, a 
espaldas de los magallánicos 
y... por treinta monedas. 

Nose trata de errores aisla- 
dos, sino de tratativas ocultas 
con el oficialismo regional que 
utilizan a nuestra región como 
moneda de cambio, Ésto no es 
solo una falta ética: es un ries- 
go directo para los intereses 
del territorio. 

Lo ocurrido confirma una 
verdad incómoda: para los 
barones del norte, Magallanes 
sigue siendo prescindible y 
canjeable. Pero se equivo- 
can. Esta es una región con 
historia, vocación soberana y 
honor, El extremo austral no 
admite cálculos mezquinos; 
exige un compromiso genuino 
con Chile. Y mientras ejerza 
cargos públicos, no permitiré 
que su dignidad ni su sobe- 
ranía sigan negociándose en 
la oscuridad. Magallanes no 
está a la venta, y la ética no 
puede —ni debe—ser el precio 
del poder. 

  

    

muchas veces empujadas por 
la voracidad inmobiliaria y una 
regulación débil. Construir en 
quebradas, zonas inundables o 
interfaces urbano-rurales sin 
resguardos no esnormal ni ma- 
la suerte: es mala planificación 
y, en muchos casos, corrupción 
a nivel local. 

Resulta especialmente pre- 
ocupante que el futuro minis- 
tro de Hacienda, Jorge Quiroz, 
haya planteado la necesidad de 
desregular el territorio para 
impulsar la construcción y el 
empleo, El costo de esa de: 
regulación no lo pagarán las 
estadísticas de corto plazo, si- 
no las personas que quedarán 
expuestas a riesgos evitables. 
Luego volveremos a lamentar 
“desastres naturales” que, en 
realidad, fueron desastres 
anunciados. 

Chile no necesita solo más 
viviendas. Necesita ciudad, 
regulación del suelo, plani 
ficación urbana y un Estado 
que entienda que, sin derechos 
exigibles, no hay política pú- 
blica, solo administración del 
déficit. Pocas viviendas y casi 
nada de urbanismo no es un 
eslogan: es el diagnóstico de 
una política que ya superó el 
límite ético y moral para una 
sana convivencia. 
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